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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

8883 S'u/a Sl'gunda. Recurso de amparo número 4CJS//I.)85
Sl'1I1f'ncia núm. 36/1986, de 11 de mur=o

La Sala Segunda del Tribunal ConstitucionaL compuesta por
dona Glona Begué Cantón, don Angel Laturre Segura. don Fer­
nando Garcia-Mon y González Regueral, don Carlos de la \lega
Benayas. don Jesús Leguina V¡1la y don Luis ~'ldna LÓpt'l Guerra.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el ret:J.1rso de amparo núm. 498/1985. promovido por la

Empresa «Estampaciones Sanz, Sociedad Anónjma~~, representada
por el Pro(urador don Luis Pulgar Arroyo, bajo la dirección del
L(~trado don Andrés Prieto Alonso, contra el Auto del Tnbunal
Central de Trabajo de 16 de abril de ,1985, que declaró h.'ner por
no anunu3do el recurso de suplicacion Interpuesto por la actora
contra Sentencia de la Maglstraturtl de TrabaJO. Ha comparecido el
M lOlsterio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado d1m Jesús
LegulOa Villa. quien· expresa el parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES
1 Don Luis Pulgar Arroyo, Procurador de los Tribunales,

interpone. en nombre y representación de la Empresa (~Estampacio­

m~s Sanz, Sociedad AnónimID~, recurso dc amparo constitucion31
contra el Auto del Tribunal Central de Trabajo (TeT), de 17 de
abnl de 1985, que declaró tener por no anunciado el recurso de
suplicación interpuesto por la actora contra Sentencia de Magistra­
tura de TrabaJO. La pretensión que se postula se basa en los hechos
que se relacionan a continuación.

2_ Doña Izaskun Atcka Laucirika promovió demanda en
reclamaCión de despido contra la Empresa ~~EstampacioncsSunl,
SOCiedad Anónima,~, que fue estimada por Sentencia de 9 de enero
de 1985. dICtada por la Magistratura de Trabajo número 4 d(' la ..
de Bllbao, en la que se declaró la nulidad del despido. condenando
al empre..ano demandado «a la readmisión de la trabajadora, as!
como al abono de los salarios dejados de perclbin~

3. lntapuesto recurso de suplicación por la parte hoy solici­
tante d.c! amparo, d Tribunal Central de Trabajo. por Auto de 17
de abnl de 1985, declaró tener por no anunCIado el recurso, en
razón de que ~~el escrito de la parte demandada anunciando recurso
de suplH..'ación, 00 está firmado, ni ... \,.'xiste constanC'Ía alguna de
la diligencia Jcceditativa de la llegada del escrito a la MagIstratura
de TrabajO ~ .. de quien fuese la persona que presentó dICho escrito
510 tirma)

4, El escnto de demanda denuncia la vulneración por la
n::solución recurnda del arto 24.1 de la ConstituCIón. alegando que

la ausencia de firma dl' parte ('O el anuncIO del recurso de
suplicación, suponiendo que fuesl' así. no implica una dejacion Lid
deseo de recurrir. tal y como quedó acreditado con la l"orm<llitación
del. recur~o. En todo caso. se arguye. el ddl-cto detectado no puede
estImarse como obstácuto que prec!uya la via dd re('urso. sIn que
tenga relevancia el hecho de que no conste la persona que prcSt'ntú
el anuncIO del recurso. pucs la leglsla(lón procesal no e'i.ige tal
dIligencia de constatación

En el suplico, se interesa de este Tnbunal la nulidad de la
resoludón recurrida, así como que se reconOll"a (..-1 derecho dI.'!
solicitante de amparo a la prosecución del recurso de supllca\"·lón,
interpuesto a trav(>s de todos sus trámites.

5. Por providenCIa de fecha 26 de junio de 19:s5. la Sección
Segunda de la Sala Primera dl'l Tribunal Constitul·ional. acuerda
admitir a trámitl' la demanda y. conforme a lo i:stabk,:ido en el
articulo 51 de la Ley orgjnH:a reguladora de este Tribun<ll. reqUi:nr
al Tnbunal Central de Trabajo \ a \a Magistratura de Trab<ljo
número 4 de las de Silh;Ju. para que, en el plato de dia días,
remitan, respectl\amenle, tesllmolHO de las actuaciones a que se
reliere el pn:selllc recurso. e interesándose al mismo lil.'mpo se
emplace a quienes fueron partt: en los mcncionados procedimien­
tos, con e)(,ceDClón de la rel·urrenle. Que aparece ya personada.

6. Sin que se persone nlOgun otro de los cmplazadLls_ se -da
vista de las actuaCiones al Mlnlsteno Fiscal y a la soliCltante de
amparo. para que efechll'n ')llS a!cgat:ioncs confurme prl'\'Il'nl' el
arto 52 de la LOTC

La parte re(UlTcnte en amparo mantiene las alirmaclone')
realizadas en su demanda. alegando adicionalmente Q,ue. 5icndo
contenido ('sennal del del'c(ho regulado en el art. 2·t 1 de la
ConstitUCión. el dc obtcnn una lutela rcal \ e1t-t..'uva por parte de
los Tribunales, dcbla habl'rsc tcndido a pronunCl<lf una re<;olul·ión
sobre el fondo. subsanándn ...e el "efí.'Cto con un mero requcnmienlO
a la parte.

7. Por su parte, el ~1intstt'flO FiscaL ¡ambien manifiesta su
opmlun Ülvolable a la í,ol"li.Ls,ion dI."! amparo solicitado, puesto que.
al,mqu(" en lus n:cursos suell: ('')tablccerse un condiLionamienlo
formal más nguruso, (:J defecto a..:usado l'O cs1e caso, aunque
existente. era de escasa entidad. lumo prueba el que pasara
inadvertido Inclu'So a la ~1agistratura de Illsuncia, En consc(uen­
cia, la pérdIda del recurso de suphcaClón «paret..'e haocr'>e debIdo ¡l
la. exigencia de un formalismo exagerado)), en quiebra de lo
dispuesto en el art 24.1 de la ConstitUCIón. que, como cstablcClo
este Tnbunal en Scntcm'IJ de 16 dl' dióembrl~ de 198.1, no consagra
sólo un derecho de acceso al proceso, sino también a lo.. recursO'i
establecidos.

8. Por prOVIdencia de cinco de lus corrientes, SL' sertaló para
ddiberación y votacIón d dia \2 de marzo de 1%6.
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• n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Antes de pasar al análisis de la!) cuestiones juridicas
planteadas en este recurso de amparo, conviene, brevemente,
subrayar algul"!0s elcmeQ10s de la secuencia de hechos que conduce
al Auto del Tnbunal Central de Trabajo de 17 de abril de 1985 hoy
it;npugnado, y que serán importantes para el razonamiento ~ste­
nOTo

Dictada la Sentencia de Magistratura. contraria en todo a las
pretensiones de la Empresa «Estampaciones Sanz. Sociedad Anó­
nIma», se anuncia el recurso de suplicación en un escrito presen­
tado e,:, su nom~re, en .el que se designa al Letrado que la había
defe.ndldo.en la In~tancla, ~ese a lo cual, no figura ninguna firma
al pl~ de dicho escnto. El Tnbunal Central de Trabajo dicta el Auto
hoy Impugnado, en el que aparece como motivo determinante de
!:ou dec.islón d.~ no,dar por anunciado el recurso, el que no es posible
dedUCIr ~qUJen fuese la persona que presentó dicho escrito sin
firma». Con carácter previo a'la remisión de los Autos al Tribunal
Central ~e Trabajo, y siguiendo lo. dispuesto en la Ley de
Procedimiento Laboral (LPL), la MagIstratura sí había tenido el
recurso por anunciado en tiempo y forma, por lo que había
ordenado el pase de los Autos a disposición del Letrado de la parte
recurrente para formalizar el recurso, lo que se efectúa por escrito
de 12 de marLO .de. 19H5. ést~ sí firmado por el Letrado 'y el
Procurador que aSistieron en la Inslancla al recurrente y que habían
Sido mencIOnados en el escrito de anuncio. En opinión del Tribunal
Central de ~~abajo. todo lo anterior t;'0 basta para que pueda
conocerse q~Ien haya pre~n~do el escnto de anuncio. porque no
pue.de dedUCIrse ese dat~. nI, d!rectamente., del cuerpo del escrito ni,
indirectamente, de.la dilIgenCia que acredita su llegada a Magistra·
tura, y elJo conduce a la clausura de la vía del recurso de
suplicación en perj uicio de la parte que cometió tal omisión.

Segundo.-Para valorar la trascendencia del defecto formal
acusado. en el escrito de anuncio deben tenerse en cuenta, además
de las cl~cunsta~clas que han concumdo en el presente caso, las
observaCIOnes SIguientes;

a) En. materi.a laboral la Constitución no impone la existencia
de doble instanCIa (STC 3/1983, 25 de enero, FJ 4), pero, si el
~egislador reconoce la existencia de algún recurso, éste pasa a
Jnteg~ar el contenido del derech? fundamental a la tutela judicial
efectiva del art. 24.1 de la Constitución (STC 4/1984, de 23 de ene
ro, FJ 1).

b) La exigencia.. de requisitos de forma, más intenSa normal­
mente en vía de recurso. encauza y condiciona el ejercicio de un
derecho fundamental, por lo que aquéllos no sólo no han de
obstaculizar en exceso o irrazonablemente dicho ejercicio, sino que,
además, los Tribunales han de valorarlos teniendo «siempre
presente el fin pretendido al establecer dichos requisitos, evitando
cualquier exceso formalista que 10 convirtiese en meros obstáculos
procesales», a la efectividad del derecho (STC 17/1985. 9 de
febrero, FJ 2).

Sin desmentir la conformidad a la Constitución, que no ha sido
puesta en duda, del contenido del art. 154 de la Ley de Procedi­
miento Lal.'<:ral, los requisitos de forma, como el que ha originado
la declaraclon de no tener por anunciado el recurso de suplicación
por parte del Tribunal Central de Trabajo, no son valores autóno.
mas que tengan sustantividad propia, sino que sólo sirven en la
medida en que son instrumentos para conseguir una finalidad
legítin:a. Por .eH?, los trámites ~ormales no deben ser exigencias
cuyo lOcumphmlento presente sIempre el mismo valor obstativo
que operaría con independencia, en principio, de cuál sea el grado
d~ inobseryancia del requisito, su trascendencia práctica o las
clrc~nstanclas. concurrentes en el caso. Al contrario, han de
anahzarse temendo presente la finalidad que pretende lograrse con
ellos para, de existir defectos, procederse a una justa adecuación de
las consecuencias jurídicas con la entidad real del derecho mismo
medida en función de la quiebra de la finalidad última que ei
requ~sito formal pretendía servir. De esta suerte, cuando esa
finahdad pueda ser lograda sin detrimento alguno de otros derechos
o bienes constitucionalmente dignos de tutela, debe procederse a la
subsanación del defecto, más Que a eliminar los derechos o
facultades que se vinculan a su cauce formal, lo que, con mayor
!'3lón, debe. sostene~ cuando el efecto que pueda producir la
InobservanCia de un requisito formal sea precisamente el cierre de
la vía ~e re<:urso. Esta interpretación finalista y su corolario, la
proporclOnahd~d entre la sanción jurídica y la entidad real del
defecto, no es SIOO una consecuencia más de la necesaria interpreta­
~ión de la legalidad ordinaria en el sentido más favorable a la
efectividad de un derecho fundamental (STC 19/1983, 14 de
marzo, FJ 4).

Todo lo anterior implica una especial orientación interpretativa
de la legalidad ~r parte de los Tribunales, los cuales, en la medida
~n .q~e no l~ atlendan, pueden vulnerar el derecho a la tutela
JudiCial efectIvo. Cuando eso suce(ia, como ha tenido lugar en este
caso, para controlar las eventuales violaciones del ano 24.1 de la

Constitucíó.n, es preciso en ocasiones como requisito inexcusable
qu~ este Tnbunal valore esa misma .legalidad, a través de la que se
artICula necesariamente el derecho Invocado.

Tercero.-Del conjunto de preceptos que la Ley de Procedi­
miento Laboral dedica al anuncio del recurso de suplicación,
resulta q~e, aunque se trate de una declaración de contenido plural,
el cometido esencial del citado acto de iniciación del procedimiento
de .recur~t?, consiste en poner en .conoci~i~nto de la Ma~islratura

la mtenclOn de la parte de recumr la deciSIón de instanCIa: de ahí
que la Ley de Procedimiento Laboral designe como sujetos que
pueden efectuar esta declaración a «las partes» (art. 154), Pues bIen.
seg~n el Tribunal Central de Trabajo, en el presente CáSO no es
poSIble saber, tal y como se desarrollaron los hecho~. quién fue la
persona que prescmó el escrito. La finalidad deterrnmante que
quedó frustrada por la falta de firma del escrito sería así. a JUICIO

del Citado Tribunal Central de Trabajo, la propIa IdentIficaCIón del
autor de la declaración O. mejor. la identificación indubItada del
autor aparente.

Si centramos ahora nuestra atención en el anunCIo contem­
plado. exclusivamente, desde este última finalidad. cuando el
anuncio del recurso se efectúa mediante escrito, éste. en principIO.
podría \alorarse de dos formas:

.a) El escrito sería un cauce necesario e impre>eindlbk para la
emiSIón de la voluntad de la parte, sin cuya obsef\'anCI3 se tiene
por no emItida aquélla. Debemos entender, sin embargo. que esta
valoración no se compagIna bien con el tenor de la Le\' de
Procedimiento Laboral, muy flexible en cuanto a la formá del
anuncio. admitiendo otros medios alternativos de comunicaCIón.
ni, en general, con las exigencias interpretativas de la legislación
procesal.q.ue se deducen de la Constitución, ni tampoco con la que.
en defiDltIva, mantIene el Tribunal Central de TrabaJO. Pues. en
efecto, el Tribunal Central, hace hincapié, no tanto en el defecto
formal en sí como en slf consecuencia, la imposibilidad de
comprobar si la decisión de recurrir que se atribuía a la parte en el
documento presentado correspondía a una real voluntad de esta.

b} Atendiendo a la finalidad del anuncio, en cambio. pasa a
primer plano su virtualidad como medio instrumental de comuni­
cación de una declaración de voluntad, y, en consecuencia. lo que
importa es conocer indubitadamente la declaración de voluntad
misma. Lo verdaderamente esencial es que se transmita c1am e
inequívocamente la decisión tomada por la parte y, en este caso.
que no quepa tampoco duda acerca de quién ha sido el autor de
dicha declaración. Por ello, si se respetan estos elementos esencia­
les, es posible reducir los defectos del escrito recurriendo al
conjunto de circunstancias concurrentes, 'porque, de su valoración
conjunta, pueden resultar aclaradas las dudas en torno a los
elementos esenciales del contenido del anuncio y pueden, por
tanto, quedar purgados susdefectos. Los medios complementarios
de integración del defecto micial pueden variar, en función. entre
otras, del momento procesal en que se detecte el fallo y, lógica~

mente, se tncrementan a medida que se avanza en la tramitaCIón
del recurso. En el caso presente es evidente que, cuando el asunto
llega al Tribunal Central de Trabajo y este dicta el Auto hoy
impugnado, las eventuales dudas que cupieran inicialmente acerca
de la imputación subjetiva del anuncio, ya no pueden seguir
manteniéndose razonablemente, puesto que existen elementos de
hecho y de derecho que las excluyen, en un sucederse de actos de
la parle que no desmienten, sino Que confirman, que el documento
imclal se debía a su real y efectiva voluntad de recurrir. Al efecto.
pudo y debió ser examinado y utilizado por el Tribunal Central de
Trabajo el conjunto de actuaciones tramitadas hasta la fccha en que
se dicta el Auto: Se habían trasladado los Autos al Letrado de la
parte recurrente, ésta había formalizado, efectivamente, el recurso
y, sin impugnación por parte contraria, los Autos habían sido
elevados al Tribunal Central de Trabajo. La parte recurrente, con
su conducta posterior, había confirmado reiteradas veces su volun­
~d, inicialmente expre~da de forma defectuosa; se había produ­
Cido una subsanaCión Implícita del defecto, y esta evolución
posterior no podía, legítimamente, ser ignorada por el Tribunal
Central de Trabajo para anudar tan duras consecuencias al defecto
hallado en el escrito que inició el procedimiento. SIO tener para
nada en cuenta lo anterior, el Tribunal Central de Trabajo ha
terminado por elevar la exigencia de firma del escrito a la categoría
de requisito con entidad autónoma, desconectada por completo de
la realidad a la Que pretende servir.

Cuarto.-ApÚcando al conjunto de hechos acaecidos en este ca.so
la doctrina de este Tribunal que impone como elemento básico de
las sanciones por defecto en las formalidades procesales el de
proporcionalidad entre la sanción acordada y la gravedad del
defecto por el que se impone, aparece que a la altura del recurso en
que el Tribunal Central de Trabajo decide tenerlo por no anun­
ciado, es claramente desproporcionada la sanción impuesta, que
cierra por completo el acceso al recurso, en relación con la falta
cometida. cuya trascendencia real, si la tuvo, ha sido despues
sensiblemente atenuada en la tramitación del propio recurso. Al no
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tener en cuenta la subsanación engendrada por el propio curso de
los hechos, cabe concluir que el Auto del Tribunal Central de
Trabajo viola el derecho a la tutela judicial efectiva protegido en el
art, 24.1 de la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. El Tribunal Constitucional.
POR L~ ~UTORIDAD QUE .LE CONFIERE LA CONSTlTU·
00:-< DE LA NAClON ESPANOLA.

Ha decidido
Primero.-Conceder el amparo solicitado y declarar nulo el Auto

del Tribunal Central de Trabajo de 17 de abril de 1985. por el que

8884 Pleno. Cuestión de inconsliluáuna! núm. 362/1984.
Sentencia núm. 37/1986. de 20 de [YIar::o.

_ El, Pleno d::1 Trib,"!nal Cons~itucionaL compuesto por don
F'.ranusco Tornas y Valiente,' Presidente. doña Gloria Begué Can­
to": do.n Angel Latorre Segura, don Francisco Rubio L1orete, don
LUIS Diez Plcazo, don Antonio Truyol Serra, don Fernando Garcia~
~1on González-Re~uera1, don Carlos de la Vega Benavas. don
EugenIO Diaz Eimtl, don Miguel Rodriguez~Piñero Brav'o~Ferrer,
don Jesús Leguina Villa y don Luis López Guerra. Magistrado, ha
pronunC'lado.

EN NOMBRE DEL REY

la sigUIente

SENTENCIA

En la cuestión de incostitucionalidad núm. 362/1984, "promo­
\"Ida por _la Magi~tra!ura ~e Trabajo núm. 9 de Barcelona, por
supuesta msconstIluclOnahdad del apartado 7. 0 del arto 49 del
E~tatuto de los Trabajadores. Han sido parte en dicha cuestión el
fiscal general del Estado y el Letrado del Estado, este último en
ll;presenta~'ión del Gobie!'I10' y ponente el Magistrado don Fran~
Cl:SCO RubiO Llorente., qUien expresa el parecer del Tribunal.

1. ANTECEDENTES

Primero.-En Autos de reclamación por despido seguidos anle la
Maglstrastura de Trabajo núm. 9 de Barcelona por 66 trabajadores
que el 17 de febrero de 1984 recibieron cana comunicándoles el
Cierre de la Empresa «Magín Pellicer» en que trabajaban por
muene de su t.Hula!. el Magistrado acordó, dentro del plazo' para
dlctar Sentencla. Olf a las partes y al Ministerio Fiscal sobre la
pertinencia de plantear cuestión de insconstitucionalidad del
articulo 49.7 del Estatuto de los Trabajadores. Con la oposición de
la parte demandada y del Ministerio Fiscal y la conformidad de los
demandantes. el Magistrado dictó Auto de 11 de mavo decidiendo
el planteamiento de la cuestión. .

En su escrito que tiene entrada en el Registro del Tribunal el día
22 de mayo de 1984, el Magistrado de Trabajo expone que el
aI1~cul.o 49.7 del Estatuto de los Trabajadores que declara la
extmclOn del contrato «por muerte, jubilación en los caSos previs­
~os en, el régimen correspondiente de la SeJuridad Social o
incapaCidad del empresario)t, da lugar a dicha extinCión sin derecho
a I.ndemnización alguna para los trabajadores. lo cual. según
e~ltJen.de, sUPDt:!e una clara discriminación con respecto a otras
sltuaclQnes SimIlares, como la extinción por causas tecnológicas o
económicas y fuerza mayor prevista en el arto 51 del Estatuto. para
cuyos supuestos la indemnización, en el caso de ser autorizada la
exti~c.ión por la ~utoridad laboral, será de veinte dias por año de
serVICIO, prorrateandose por meses los periodos de tiempo inferio­
res a un año. Dicha indemnización debe hacerse extensiva al
supuesto de. !11Uerte de~ empresario: pues lo contrario supone una
dlscnmmaclOn por razon de cualqUier otra condición o CIrcunstan­
CIa personal o social, contraria al prin~pio de igualdad ante la Ley.
proclamado en el arto 14 de la Constitución española.

Por ello. al amparo del arto 3S de la Ley orgánica del Tribunal
Constitucional, el Magistrado solicita se declare la inconstituciona­
h~ad ~el art. 49, apartado 7.° del Estatuto de los Trabajadores,
dispOniendo que para este supuesto la indemnización debe ser de
v(~I~te dias J?Or añ? de. servicio, prorrateándose por meses los
p(~f1odos de tiempo mfenores a un año y con un máximo de doce
mensualidades.

Segundo.-La cuestión fue admitida a trámite el día 23 de mayo.
dándose traslado al Congreso de los Diputados, al Senado, al Fiscal
general del Estado y al Gobierno, y ordenándose su publicación en
el «Boletin Oficial del Estado», lo Que tuvo lugar el dia 6 de junio.
Lo... dlas 6 .... 20 de ¡unio se recibieron escritos de los Presidentes del

se tiene por no anunCiado el recurso de suplicaCión mterpuesto por
la Empresa (cEstampaciones Sañz. Sociedad Anónima)), frente a la
Sentencia de Magistratura de Trabajo numero 4 de las de Bilbao.
de fecha 9 de enero de 1985, por contrario al arto 24.1 de la
Constitución.

Segundo.-Retrotraer las actuacIOnes al momento mme<lIata­
mente anterior al de dictar el referido Auto. a fin de Que pueda
continuar el trámite ordinario del-recurso de suplicaCIón.

Madrid, 12 de marzo de 1986.-Gloria Begué Cantón.-Angel
Latorre Segura.-Fernando García·Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Jesus Leguina Villa.-luis María
López Guerra.-Firmados y rubricados.

Congreso y del Senado acusando recibo de la notificación y
ofreciendo la colaboración de las Cámaras. y los días 11 y 12 del
mismo mes se recibieron las alegaciones del Ministerio Fiscal y del
Abogado del Estado. .

Tercero.-El Ministerio Fiscal inicia sus ale~ciones señalando
que la cuestión sometida a consideración del Tribunal Constitucio~

nal ofrece dos aspectos, directamente resuelto el primero e indirecta
y tengencialmente examinado el segundo por esta jurisdicción.

El primero de los aspectos, se contrae a la interpretación que la
jurisprudencia constitucional viene haciendo del principio de
igualdad ante la Ley )-' de las posibilidades que tiene el legislador
de producir un trato desigual. en relación con lo cual conviene
recordar la Sentencia de 24 de enero de 1984 en la que se declara
no lesivo del principio de igualdad el tratamiento dado por el
artículo 56.4 del Estatuto de los Trabajadores a la indemnización
por despido en las Empresas de plantilla inferior a 25 trabajadores.
Recogiendo jurispnidencla anterior, se afirma en dicha Sentencia
que el principio de igualdad no implica en todos los casos un
tratamiento legal igual, con abstracción de cualquier elemento
diferenciador de transferencia jurídica. y que la igualdad sólo es
violada si la desigualdad está desprO\;ista de una justificación
objetiva y razonable en relal.:Íón a la finalidad 'i efectos de la
medida considerada, debiendo darse una relación razonable de
proporcionalidad entre los medios empleados 'i la finalidad pcrse·
guida. Tal doctrina ha sido reiterada en otras resoluciones como
son las Sentencias de 16 de enero. 20 de febrero )1 25 de abril del
mismo año.

Es cierto. y con ello se entra en el segundo aspecto. que el
Estatuto no atribuye idénticas secuelas a los distintos casos de
extinción de la relación laboral. produ('iéndose una a manera de
gradación de las causas y asignando. en razón del grado o nivel,
unas ~cuelas que van desde los casos de despido improcedente a
estos otros en que no se reconoce. expresamente. indemnización de
ningún tipo. El tema ha sido contemplado. ) resuelto siqu~era sea
tangencialmente, por el Tribunal Copstitucional en Auto de 28 de
septiembre de 1983 (RA. 422/1983. Sala Segunda) del que puede
desprenderse lo siguiente: a) Que para el Tribunal no es algo
carente de fundamento razonable el hecho de que el legislador fije
causas de extinción de la relación laboral; b) que a cada tipo de
causas asigne un efecto distinto; c) que no es razonable el
tratamiento dado, concretamente, a la causa de extinción de la
relación laboral por muerte del empresario. siempre y cuando, claro
está,la Empresa cese por tal razón en el ejercicio de sus·actividades.

Este planteamiento lleva a entender que la regulación de los
efectos de la extinción para los casos de muerte del empresario no
contiene una discriminación carente de fundamento razonable. Es
más, el propio arto 49.7 toma en consideración el distinto tipo de
empresario, puesto que cuando se trata de persona juridica. la
extinción de la personalidad del contratante comporta se silJ3n los
trámites y efectos señalados en el arl. 51 del Estatuto y, conSiguien­
temente, el reconocimiento de indemnización.

La Magistratura de Trabajo insta del Tribunal no solamente un
pronunciamiento en torno al presunto desajuste del art. 49.7 del
Estatuto con el arto 14 de la Constitución. sino que también pide
que se proclame que para tal supuesto I'a indemnización debe ser
de veinte dias por año de servicio. Tal solicitud resulta de todo
punto inadmisible, porque si lo que se pretende es el senalamiento
de un criterio interpretativo, tal función excede de sus propias
competencias.. puesto que el Tribunal es supremo intérprete de la
Constitución, pero no de la legalidad, y si lo que se quiere es que
el Tribun'al fije qué tipo de efcctos deben derivarse de la extinción
de la relación laboraJ por muerte del empresario, e incluso que se
concrete la cuantia de una pretendida indemnización, se está
postulando algo que es competencia del legislativo, pues si el
Tribunal declaró en el auto citado que corresponde al legislador
tanto la determinación de las causas de extinción como los efectos
derivados de cada una. resulta evidente que la jurisdicción consti­
tucional sólo podrá declarar si el precepto está o no ajustado a los


